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En el presente artículo se tuvo como objetivo el estudio y análisis de los regímenes 
disciplinarios, esto es, el régimen disciplinario único y los regímenes especiales de la 
fuerza pública,  desde el punto de vista de la dualidad de sistemas disciplinarios que 
actualmente operan en Colombia, haciendo una valoración de los motivos que generan 
la existencia y simultaneidad de dichos sistemas, también es objeto de valoración en el 
artículo el carácter especial del deber funcional desarrollado por los miembros de la 
Fuerza Pública Colombiana, confrontado en la realidad de un país inmerso en un 
conflicto armado, una sociedad exigente de justicia e igualdad,  para finalmente llegar a 
unas reflexiones de estos compelió normativos, en cuanto a su eficacia, eficiencia, 
diferencias, similitudes y operatividad de los mismos frente a la realidad nacional y de 
una fuerza pública con un alto nivel de intensificación en cuanto a las relaciones 
especiales de sujeción originadas frente a sus miembros. Para lo cual se hizo 
necesario y oportuno para esta autora, analizar la posición de la Corte Constitucional, 
La Procuraduría General de la Nación y diferentes doctrinantes en la materia,  también 
fue realizado  el estudio de cada una de las normatividades antes descritas, esto es, la 
Ley 734 de 2000, la Ley 836 de 2003 y 1015 de 2006, así como el análisis de diferente 
jurisprudencia y doctrina relacionada.  
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This article is aimed at the study and analysis of disciplinary regimes , that is, the only 
disciplinary system and the scheme of law enforcement , from the point of view of the 
duality of disciplinary systems currently operating in Colombia , making an assessment 
of the reasons that generate the existence and simultaneity of such systems is also 
being valued in the article on the special character of the functional duty developed by 
members of the Colombian security forces , confronted by the reality of a country 
immersed in a armed conflict , a demanding society of justice and equality, to finally 
reach some of these policy considerations compelled , in terms of its effectiveness, 
efficiency , differences, similarities and operability thereof against the national reality 
and a public force with a high level of intensification in terms of the special relations 
arising subject to its members . For this purpose it was necessary and appropriate for 
the author, I analyze the position of the Constitutional Court , the Attorney General 's 
Office and various indoctrinators in the field , was also performed to study each 
normativities described above , ie, Act 734 of 2000, Act 836 of 2003 and 1015 , 2006 , 
and the analysis of different related jurisprudence and doctrine. 
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     El derecho disciplinario, así como el derecho penal, hacen parte del derecho 
represivo y tiene la finalidad de dotar al Estado de instrumentos legales que permitan 
investigar y sancionar a los funcionarios públicos que por acción u omisión han 
incurrido en faltas violatorias de la Constitución, la Ley o Reglamentos. En virtud de lo 
anterior, el  presente artículo presenta como tema central el estudio del régimen 
disciplinario único frente a los regímenes especiales de la Fuerza Pública, entiéndase 
está la integrada por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional,  sumado a la actual 
realidad colombiana, esto es, un país inmerso en un conflicto armado, y donde se 
visualiza la necesidad de la existencia de estamentos especiales que propendan el  
encauzamiento de conductas y por ende la correcta ejecución de funciones por parte  
de dichos  funcionarios, así como la imperante necesidad de dar una mayor formación 
y control a quienes se les asigna la competencia para la aplicación y ejecución de 
dichos regímenes, pues desafortunadamente, teniendo en cuenta la realidad de un 
país tercermundista y subdesarrollado como Colombia, el cual se encuentra inmerso 
en un conflicto armado, que ha permanecido por más de medio siglo y ha salpicado  
todas las esferas nacionales, se hace necesario la existencia de regímenes 
disciplinarios especiales que propendan el cuidado y control en el ejercicio de 
funciones tanto de los hombres y mujeres que integran la fuerza pública nacional, en 
pro de amparar a los mismos, especialidad que se origina en virtud de las relaciones 
especiales de sujeción intensificadas que surgen para estos, en virtud de su 
especialísimo deber funcional y a la población civil en el marco de los principios 
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constitucionales y valores éticos debidamente reconocidos, así como el estudio de la 






     Desde el principio de los tiempos, el hombre ha sido definido como un ser de 
naturaleza social. Sin embargo, las diferencias individuales y los intereses personales 
han generado conflictos de tales magnitudes que fue imperante la conformación de 
grupos a quienes les fue encargado las tareas y funciones de defensa y protección de 
la sociedad. En virtud de la especialísima esencia de dichas funciones y teniendo en 
cuenta que en el desarrollo de las mismas se han generado circunstancias tanto en 
actos propios del servicio, como en diversas situaciones de talante administrativo, es 
decir en cumplimiento deberes funcionales,  se hizo necesario la creación de 
estamentos con el único fin de encauzar y controlar  tales conductas. Ahora bien, 
recordando que  por las denominas relaciones especiales de sujeción el Estado tiene la 
potestad de asegurar el deber profesional y la buena marcha de la administración 
respecto a un determinado grupo de personas, para el caso, servidores públicos y 
particulares que ejercen funciones públicas, surge el derecho disciplinario, reglado en 











CONTEXTO JURÍDICO DE CARÁCTER SANCIONATORIO-DISCIPLINARIO 
 
 
     Al tiempo encontramos también las conocidas relaciones especiales de sujeción 
intensificada, frente a las cuales también ha sido creado un compelió normativo 
especial aplicable a los hombres y mujeres que integran la Fuerza Pública, positivado 
en las leyes 836 de 2003 y 1015 de 2006, en las cuales se establece un conjunto de 
normas sustanciales y procesales con el fin de demandar de quienes les es aplicable,  
la obediencia, disciplina, así como un comportamiento ético, moral y eficaz frente a su 
rol. Sin embargo, en los últimos años se han presentado circunstancias que han 
generado en la población colombiana estereotipos y prejuicios frente al 
comportamiento de los miembros de la fuerza pública, entiéndase fuerzas militares y 
policía nacional, que disminuyen los índices de credibilidad y confianza respecto a 
dichas instituciones castrenses, así como a los regímenes disciplinarios especiales 
aplicados a sus miembros. Teniendo en cuenta lo anterior, para el caso de los 
miembros de la Fuerza Pública en Colombia y dada la connotación especial de la 
función que estas desempeñan, ejecutadas por cualquier ciudadano del común, serían 
concebidas  como contrarias al ordenamiento jurídico  desde el punto de vista de 
cualquier ciudadano del común.  
 
 
     Para lo anterior  enumerare los aspectos relacionados al contexto Jurídico de 








     La LEY 734 DE 2002:  
Régimen Único Disciplinario, compelió normativo en el cual se establecen todos 
los principios y valores que rigen el proceso disciplinario, así mismo se establece 
el ámbito de aplicación de la ley disciplinaria, los sujetos, las formar de 
realización de las conductas o comportamientos, las causales de exclusión de 
responsabilidad,  la extinción de la acción disciplinaria, los derechos, deberes, 
prohibiciones, incompatibilidades, impedimentos, inhabilidades y los conflictos de 
intereses de los servidores públicos, así mismo se establece en este compelió 
normativo las faltas y sanciones, la clasificación y límite de las mismas, los 




     Otra, LEY 836 DE 2003: 
     Régimen Especial Disciplinario de las Fuerzas Militares, es un cuerpo 
normativo en el cual se establece tanto la parte sustantiva como  procedimental 
aplicable a los miembros de las Fuerzas Militares, esto es, Ejército Nacional, 
Armada Nacional y Fuerza Aérea Colombiana2. 
 
  
                                                 
1 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. (2011) LEY 734 DE 2002: Régimen Único 
Disciplinario. Instituto de Estudios del Ministerio Público IEMP Ediciones. 
2 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA.(2008) LEY 836 DE 2003: Régimen Especial 




     Aparece luego, la LEY 1015 DE 2006:  
Régimen Especial Disciplinario de las Policía Nacional, en el  cual se establece 




     Sin embargo, según LA ILICITUD SUSTANCIAL A LO SUSTANCIAL DE LA 
ILICITUD,  Autor: Doctor ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO, Procurador General 
de La Nación, Fuente: Doctrina, IEMP Ediciones, Bogotá, Noviembre de 2009, Primera 
Edición. En este texto se pretende promover la eficacia de la justicia disciplinaria, 
dentro del marco de lo establecido en la Carta Política, por lo cual el autor fija algunos 
criterios orientadores para el buen entendimiento y adecuada aplicación de esta 
especie de derecho sancionador, motivo por el cual el mismo se divide en cuatro 
capítulos, el primero de ellos tiene como título “Reflexiones Hacia Una Expresión De Lo 
Justo En El Derecho Disciplinario”, el segundo “De La Ilicitud Sustancial”; el tercer 
capítulo recibe por título “ De Las Causales De Exclusión De Responsabilidad 
Disciplinaria En Particular” y el cuarto capítulo “ El Nuevo Enfoque y Camino por 
Recorrer”  y finalmente cuenta con 76 páginas.  
 
 
     En cuanto a las Sentencias tenemos, las siguientes: Sentencia C-431 de 2004 del 6 
de mayo de 2004, Corte Constitucional, Magistrado ponente Dr. Marco Gerardo Monroy 
cabra, actora: MARCELA PATRICIA JIMENEZ ARANGO, Referencia: Expediente D-
                                                 
3 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA.(2008) LEY 1015 DE 2006: Régimen Especial 
Disciplinario de las Policía Nacional. LEYER, Décima Edición. 
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4857, en el presente caso la actora en ejercicio de la Acción Pública de 
Inconstitucionalidad demanda la Inexequibilidad de los artículos 
40,41,42,45,47,48,49,50,58-1,59-1,59-2,59-6,59-22,59-35,59-38, 60-1, 60-4, 60-6, 60-8, 
60-19,60-22,60-60 de la Ley 836 de 2003; en esta sentencia la H. Corte Constitucional 
hace un estudio generalizado del citado régimen especial, en cuanto a la necesidad de 
valorar la afectación del servicio, la diferencia especifica de este régimen frente al 
general, las faltas que lo comprenden, las conductas tipificables, la sanción disciplinaria 
q lo comprende, así como la granita de la no autoincriminación y los asuntos en los 
cuales opera, entre otros; en esta sentencia se presentaron cuatro salvamentos de voto 
por los Magistrados JAIME ARAUJO RENTERIA, RODRIGO ESCOBAL GIL, 
ALFREDO BELTRAN SIERRA Y CLARA INES VARGAS HERNANDEZ. Relatoría 
Procuraduría General de la Nación; Fuente: Relatoría Corte Constitucional y Relatoría 
Procuraduría General de la Nación.  
 
 
     Otra, la Sentencia C-948 del 6 de noviembre de 2002, Corte Constitucional, 
Magistrado Ponente ALVARO TAFUR GALVIS, Actores CARLOS MARIO ISAZA 
SERRANO y MANUEL ALBERTO MORALES TAMARA, Referencia Expedientes D-
3937 y 3944; en el presente caso los ciudadanos arriba en mención, en ejercicio de la 
Acción Pública de Inconstitucionalidad, demanda la inexequibilidad de los artículos 3 
(parcial), 5, 7, 13, 14 (parcial), 17 (parcial), 28 numerales 2° (parcial) y 4°, 30 (parcial), 
32 (parcial), 44 numeral 1° (parcial) y parágrafo y 46 (parcial) de la Ley 734 de 2002. 
En esta providencia la Honorable Corte Constitucional, realiza un estudio generalizado 
del Régimen Disciplinario Único, observando sus alcances, finalidades, principios, 
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ámbito de aplicación, sujetos, entre otros. Fuente: Relatoría Corte Constitucional y 
Procuraduría General de la Nación.  
 
 
     Igualmente, la Sentencia C-712 del 5 de julio de 2011, expediente D-3328, 
Magistrado Ponente JAIME CORDOVA TRIVIÑO, Actor MIGUEL ARCANGEL 
VILLALOBO CHAVARRO, en la presente providencia el actor demanda la 
Inconstitucionalidad el Decreto Ley 1798 de 2000, por el cual se modifica la 
normatividad disciplinaria y ética de la Policía Nacional, a juicio del actor la norma en 
mención vulnera los artículos 4, 6, 150 numerales 1, 2 y 10 y el articulo 189 numerales 
11 y 16 de la Constitución Política, para llegar a una decisión la Honorable Corte, en 
cabeza del Magistrado Ponente, realizó un estudio general del Decreto Ley 
demandado, tales como alcances, sujetos a los cuales les es aplicable, Aspectos 
sustanciales en relación con funciones propias del servicio, entre otros. En la citada 
providencia se presentaron dos salvamentos de voto por parte de los Magistrados 
RODRIGO ESCOBAR GIL, MIGUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA y ALVARO TAFUR 




     Por último, la Sentencia T-068 del 3 de febrero de 2003, Magistrado Ponente Rodrigo 
Escobar Gil, Actor Walfer Tique Calderón, referencia expediente T-1196994, el presente 
asunto fue revisado y al respecto se profirió la Sala Quinta de Revisión de la Corte 
Constitucional en ejercicio de su facultad de revisión respecto de los fallos proferidos por 
la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué, en primera instancia, y 
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por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en segunda instancia, 
dentro de la acción de tutela instaurada por Walfer Tique Calderón contra Dirección 
General de la Policía Nacional, por considerar el accionante injustificado su retiro del 
servicio activo, luego aduce se le violan sus derechos fundamentales al trabajo y al 
debido proceso, toda vez que según el actos la decisión se basó en un acta medico 
laboral  que no se encontraba vigente; en el presente asunto la Sala Quinta realizo un 
estudio sobre el régimen especial de los miembros de la fuerza pública, para el caso la 
policía nacional y tomo como decisión revocar la sentencia de Sala de Casación Penal 
de la Corte Suprema de Justicia que confirmó la decisión proferida por la Sala Penal del 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué que negó el amparo de los derechos 
fundamentales del accionante y conceder la tutela de los derechos del mismo. Fuente: 
Relatoría Procuraduría General de la Nación y Relatoría Corte Constitucional.  
 
 
     Pero con base en algunos conceptos, tales como: Concepto  5212 del siete (7) de 
septiembre de 2012, emitido por el Despacho del Procurador General de la Nación, 
doctor ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO, el presente concepto se rindió a los 
Magistrados de la Corte Constitucional, respecto a la Demanda de Inconstitucionalidad 
instaurada por el señor SILVIO SAN MARTIN QUIÑONES RAMOS, dentro del 
expediente D 8608, en el cual fungió como Magistrado Ponente el Dr. LUIS ERNESTO 
VARGAS SILVA. El actor en ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad 
solicita se declaren inexequibles algunas expresiones de los artículos 34, numerales 2 
y 6, y 48 numeral 45 de la Ley 734 de 2002; al respecto y para realizar este concepto 
se realizó por parte del señor Procurador General un análisis frente al Régimen Único 
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Disciplinario, Ley 734 de 2000, para finalmente conceptuar y solicitar a la H. Corte 
Constitucional declarar exequibles las expresiones demandadas contenidas en los 
numerales 2 y 6 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002 y declarar inexequible el numeral 
45 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002. Fuente: Relatoría de la Procuraduría General 
de la Nación.  
 
 
     De la misma manera tenemos el Concepto 5246 del nueve  (9)de noviembre de 
2011, emitido por el señor Procurador General de la Nación, doctor ALEJANDRO 
ORDOÑEZ MALDONADO, a los Magistrados de la Corte Constitucional, en virtud de la 
demanda de inconstitucionalidad contra artículo 11 del Decreto Ley 1793 de 2000, “Por  
el cual se expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados 
Profesionales de las Fuerzas Militares”, donde obra como actor el señor WILFREDO 
PARRA LOZANO,  Magistrado Ponente Dr. HUMBERTO SIERRA PORTO. En el 
presente concepto se hace por parte del Ministerio Público, un análisis respecto al 
Régimen Especial Disciplinario de las Fuerzas Militares, en cuanto a los límites del 
mismo frente a los valores, principios y derechos constitucionales, así como a la 
primacía del principio de la presunción de inocencia, la medida de aseguramiento y el 
alcance de las mismas y sus efectos respecto a los Oficiales y Suboficiales; 
solicitándose en este concepto por parte de la Procuraduría General de la Nación a la 
Corte Constitucional, declarar inexequible el artículo 11 del Decreto 1793 de 2000. 











      Colombia es un país que en cuanto al campo del derecho disciplinario, 
actualmente tiene vigente una dualidad de sistemas.   
 
 
     En Colombia actualmente se encuentra vigente un régimen disciplinario único (Ley 
734 de 2002) para los servidores públicos y particulares que ejercen funciones 
públicas, paralelo a este operan regímenes disciplinarios con connotación especial, 
como es el caso de la Ley 836 de 2003 y 1015 de 2006, los cuales regulan el campo 
disciplinario de los miembros de la fuerza pública, entiéndanse estas Fuerzas Militares 
y Policía Nacional.  Sin embargo, hoy en día diversos fenómenos como el aumento en 
los casos de violación de Derechos Humanos, la extralimitación en el ejercicio de sus 
funciones, la corrupción y la benevolencia en la aplicación de sanciones, han generado 
un clima de inconformidad y un manto de duda sobre lo imperativo de tener un régimen 
disciplinario especial para quienes integran la fuerza pública.  
 
 
     Pero que al analizar la disimilitud sustancial del régimen disciplinario único respecto 
a los regímenes disciplinarios de la fuerza pública en Colombia, conlleva a comparar el 
régimen disciplinario ordinario o único, frente a los regímenes especiales de la Fuerza 
pública. Para lo cual se debe  apreciar que el Derecho disciplinario es consustancial a 
la organización política, siendo absolutamente necesario en un Estado de Derecho, 
toda vez que  a través de él se busca garantizar la buena marcha y buen nombre de la 
Administración Publica, así como garantizar a los gobernados que la función Pública 
sea ejercida en beneficio de la sociedad y para la protección de los derechos y 
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libertades de los miembros de la comunidad. Por ende, a partir de la misma concepción 
estatal se integran los fundamentos constitucionales para determinar el marco que va a 
regir la responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos, pues sin lugar a dudas, 
los valores constitucionales en que se funda el estado Social de Derecho 
necesariamente conducen, como lo señala la misma jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, a que la Administración, como instrumento de servicio a los altos 
intereses de la comunidad, tiene el deber de desarrollar actividades concretas en 
beneficio general, esto mediante el ejercicio de los distintos poderes o facultades de 
intervención de los cuales dispone, estableciendo así la necesidad de que la actividad 
de los servidores públicos se ajuste o encamine a los principios de la eficacia, 
eficiencia y la moralidad administrativa, esto, con la única finalidad de asegurar el 
adecuado funcionamiento de los servicios estatales, el correcto manejo y la 
preservación del patrimonio público y la buena imagen de la administración, con lo cual 
gana legitimidad y credibilidad frente a la comunidad.  
 
 
ARGUMENTO  2 
 
     El carácter especial que adquiere el deber funcional desarrollado por los 
miembros de la Fuerza Pública Colombiana es el fundamento para la existencia 
de un régimen disciplinario especial para sus miembros.  
 
 
     Bajo el contexto anterior, la fuerza pública, entiéndase Fuerzas Militares y Policía 
Nacional, cumple una labor fundamental dentro de la organización política, ya que si 
bien, en términos generales las autoridades de la república están instituidas 
constitucionalmente para proteger a los individuos residentes en este país, en su vida, 
honra, bienes y demás derechos y libertades, también lo es que el referente más 
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inmediato de esta concepción finalística del Estado está en las atribuciones o 
facultades conferidas a los miembros de la fuerza pública, a quienes se les ha venido 
invistiendo de  fundamentales tareas en la persecución de dicha finalidad, lo cual, 
como consecuencia genera un vínculo más intenso que el originado frente a los demás 
servidores públicos y esa relación acentuada o intensificada es la que marca el 
derrotero de la responsabilidad disciplinaria y la autorización constitucional y legal para 
el ejercicio de la potestad sancionatoria del estado, de manera especial y correlativa a 
las tareas asignadas, estas sustancialmente diferentes a las de cualquier otra entidad 
estatal, por lo que se les ha otorgado un marco jurídico exorbitante.  
 
 
ARGUMENTO 3  
 
     Las relaciones especiales de sujeción son una figura propia del derecho 
disciplinario, las cuales frente a los miembros de la Fuerza Pública  adquieren un 
nivel de intensificación, originada esta la especialidad del deber funcional 
ejercido por los uniformados.  
 
 
     Los regímenes especiales que consagra la constitución Política en sus artículos 217 
y 218,  encuentran su fundamento en la llamada teoría de relaciones especiales de 
sujeción, propias éstas del derecho disciplinario y consistentes en el vínculo que se 
adquiere entre el Estado y el particular que alcanza la investidura o calidad de servidor 
público, generándose así una estrecha relación en la cual el segundo se compromete a 
respetar y a cumplir los límites que le impone las funciones asignadas. Esta relación 
especial de sujeción que tiene lugar entre en términos generales entre el estado y los 
servidores públicos, constituye una mayor trascendencia respecto a los miembros de la 
fuerza pública, como se explicó anteriormente, por la significancia de las funciones 
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asignadas a estos tanto en la Constitución Política como en la Ley. Teniendo en cuenta 
lo anterior, el legislador goza de libertad de configuración normativa para determinar 
las conductas y sanciones a imponer, debido a la especificidad de la función pública 




ARGUMENTO 4.  
 
    La especialidad de un sistema disciplinario para los hombres y mujeres que 




     Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto y en este sentido la Corte 
Constitucional dándole alcance al fundamento constitucional y legal de los regímenes 
especiales ha manifestado: “¿Pero qué significa tener un régimen especial de carácter 
disciplinario? Simplemente que existe un conjunto de normas singulares o particulares 
en las que se consagran las faltas, las sanciones, los funcionarios competentes para 
imponerlas y el procedimiento o trámite que debe seguir el proceso respectivo, 
incluyendo términos, recursos, etc., aplicables a un determinado grupo de personas, en 
el caso de los miembros de las fuerzas militares y de la policía nacional, que se 
distinguen de las que rigen para los demás servidores del estado, debido a la 
especifica función o actividad que les corresponde cumplir. Dicho régimen por ser 
especial prevalece sobre el general u ordinario, en este caso, sobre el Código 
Disciplinario Único”4 Luego, la cualidad de las funciones específicas a que están 
llamados a ejecutar estos cuerpos armados, es lo que determina la configuración de 
                                                 
4 Corte Constitucional, Sentencia C-310 de 1997 
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faltas propias de un régimen especial y las sanciones que se les pueden imponer. 
Situación que lleva a deducir que el régimen disciplinario especial no puede incluir 
cualquier tipo de falta, por el contrario, debe incluir únicamente aquellas que están 
relacionadas directamente con las funciones atribuidas, es decir, aquellas cuya 
comisión afecta íntimamente el servicio público encomendado a tales fuerzas, lo que 
traduce que todas aquellas conductas que trasciendan la función propiamente militar o 
policial, por carecer de relación directa con el servicio,  no pueden ser cobijadas dentro 




    
    Las relaciones especiales de sujeción intensificadas para los miembros de la 
Fuerza Pública, es el motivo que origina que el derecho disciplinario pueda 
extenderse hasta situaciones o conductas realizadas en situaciones 
administrativas.  
 
     Conforme a lo previamente expuesto, valdría la pena en este punto preguntarnos 
¿Qué sucede con lo contemplado en los artículos 34 y 35 en sus numerales 10 y 18 
respectivamente,  de la Ley 1015 de 2006 (Régimen Disciplinario de la Policía 
Nacional? Dichos artículos señalan que constituyen faltas gravísimas y graves, la 
comisión de una conducta descrita en la ley como delito o contravención cuando se 
encuentre en situaciones administrativas tales como franquicia, permiso, licencia, 
vacaciones, suspendido, incapacitado, excusado de servicio, o en hospitalización. Pues 
con relación a este aspecto fue presentada demanda de inconstitucionalidad5 en el que 
el actor manifiesta que los comportamientos adelantados en esas situaciones 
administrativas, sin encontrarse en desarrollo de actividades propias del servicio, o 
                                                 
5 Expediente D-6234 Magistrado Ponente M.P. Jaime Cordova Triviño 
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dado el incumplimiento de dichas obligaciones, no pueden ser objeto de sanción 
disciplinaria, por cuanto no conllevan afectación del deber funcional propio de los 
miembros de la Policía Nacional. 
 
 
     Así las cosas, se presentaría un indebido ejercicio de la potestad disciplinaria del 
estado, al extenderse a situaciones que no son propias del servicio, por ende del deber 
funcional. Pero en relación con este aspecto es considerado valido y admisible desde 
el punto de vista constitucional que se extienda el Derecho Disciplinario, reafirmándose 
el concepto de relaciones intensificadas de sujeción, de tal forma que permite en las 
situaciones administrativas previamente aludidas, que en principio parecieran ajenas al 
servicio, la aplicación del derecho disciplinario, siempre y cuando haya conexidad con 
las funciones asignadas. Siguiendo esta cuerda y para el respectivo caso el señor 
Procurador General de la Nación manifestó6  que de conformidad con la exposición de 
motivos de la Ley 1015 de 2006, la finalidad de la tipificación de estas conductas como 
faltas disciplinarias no era otra que la de establecer un mayor control sobre las 
actividades de los destinatarios de la ley, precisamente en ese tipo de situaciones, en 
consideración al vínculo especial de sujeción que tienen los servidores uniformados de 
la Policía Nacional en relación con el servicio público de seguridad y teniendo en 
cuenta que la experiencia y los resultados estadísticos demuestran que muchas de las 
conductas irregulares graves ocurren cuando el personal reencuentra en situaciones 
administrativas tales como: franquicia, permiso, licencia, vacaciones, suspendido, 
desaparecido, incapacitado, excusado de servicio o en hospitalización. 
                                                 
6 Concepto del Procurador General de la Nación No. 4098. (2006, 17 de Mayo)  ante la Corte 





      Se refiere también el señor Procurador en su concepto, que para lograr el objetivo 
propuesto era necesario tipificar como ilícitos disciplinarios las conductas 
configuradoras de delitos o contravenciones realizadas durante las pluricitadas 
situaciones administrativas, teniendo en cuenta la importantísima labor asignada a la 
institución policial, el poder, incluso armado, con que cuentan sus integrantes sobre el 
resto de la población y el vínculo especial de sujeción intensificado que los une con el 
Estado- el cual se hace más fuerte que el de otros servidores estatales dad la 
especialísima labor que desempeñan- justifican unos controles aún mayores que los 
que recaen sobre la generalidad de empleados públicos, durante el desarrollo de la 
actividad policial así como en las situaciones administrativas en las cuales dicha 
actividad no se ejerce de manera directa.  
 
 
    Al respecto la Honorable Corte Constitucional, al ocuparse del caso que se expone, 
mediante Sentencia C-819 de 20067, adujo que “conforme a los principios que rigen la 
actividad policial, los miembros de la policía están obligados a actuar bajo los principios 
de la inmediatez, de obligatoriedad de intervención y de apoyo policivo” imperativos 
que según la Corte están adscritos no a un cargo o a un servicio específico del que se 
está transitoriamente cesante, sino a la condición de servidor público policial y que 
imprimen unas especiales características a la función pública policial que transcienden 
el estrecho marco del servicio. Señala también la referida sentencia que “las conductas 
que según las disposiciones acusadas son susceptibles de ser sometidas a control 
disciplinario, aun cuando el servidor público se encuentre transitoriamente separado del 
                                                 
7 Sentencia c-819 de 2006 corte constitucional. 
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servicio, no son de aquellas que puedan adscribirse a la esfera privada del miembro de 
la policía, se trata de transgresiones del ordenamiento jurídico tipificadas en la ley 
como delito o contravención, que no obstante la circunstancia de separación 
momentánea del servicio, comporta una ruptura del deber funcional en su expresión de 
deber de actuar conforme a la Constitución y a la ley, lo que eventualmente puede ser 
objeto legítimo de imputación disciplinaria, siempre y cuando se establezca la 
necesaria conexidad entre la conducta delictiva o contravencional y el menoscabo de la 
función pública”.  
 
 
     Entonces, las relaciones especiales intensificadas de sujeción entre los miembros 
de la fuerza pública se extienden a las referidas situaciones administrativas que para el 
común de los servidores públicos no son aplicables al derecho disciplinario. Sin 
embargo, es importante precisar que no se trata de cualquier infracción, sino de aquella 
que efectivamente afecte el deber funcional, en otras palabras, no es admisible llegar a 
extremos tales que cualquier comportamiento sea susceptible de imputación 





     Conceptos de disciplina y jerarquía militar dentro del régimen especial 
disciplinario para los miembros de la Fuerza Pública.  
  
 
     La Fuerza Pública maneja un concepto sumamente importante dentro de la misma, 
este es, el de la Jerarquía o Superioridad Militar,  al respecto cabe anotar que este es 
probablemente tan antiguo como la guerra misma, pues la necesidad de un estado 
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mayor siempre ha existido. Sin lugar a duda el concepto de superioridad militar según 
el orden de grado y de antigüedad en las fuerzas militares, indica la especial 
característica de supeditación que gobierna la organización militar y sirve de sustento a 
la teoría del vínculo de subordinación especial profundizado o también llamado relación 
intensificada especial de sujeción, en la medida que determina el ejercicio del “ius 
corrigendi”  y el “ius puniendi”, entendiéndose la primera como la facultad correctiva 
para encausar la disciplina que tiene cualquier superior y que no se considera sanción 
disciplinaria. En tanto la segunda, la sancionadora es asignada o encomendada a 
determinadas personas habilitadas legalmente para ello, en la que también se 




     Ahora bien, el medio de subordinación en el régimen disciplinario castrense no es 
otro que la orden que destaca sobre la atribución de mando. El aludido mandato 
vinculante centra de manera profunda la relación entre superior y subordinado, debido 
a sus características, esto es, legítima, lógica, oportuna, clara, precisa y concisa, así 
como a la responsabilidad que genera la orden, apreciable se hace esto en el artículo 
32 de Ley 836 de 2003, Régimen Disciplinario para los Miembros de las Fuerzas 
Militares. Por otro lado es importante apreciar que esas relaciones profundizadas o 
intensificadas especiales de sujeción a los que están expuestos los miembros de la 
fuerza pública, se extiende hasta derechos fundamentales tales como la libertad de 
expresión, de sindicación, el derecho a la huelga, circulación y movimiento, a la libertad 
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de residencia, a la participación política, al derecho de petición, entre otros, atendiendo 









 La diferencia entre los regímenes general y especial se han reducido a la 
descripción de las conductas constitutivas de la Falta disciplinaria y en el 
catálogo de sanciones a imponer, debido a que la concepción de Derecho 
Disciplinario ha evolucionado a la unificación en los aspectos más significativos 
y relevantes, en la protección de los derechos y garantías, luego los principios y 
fundamentos del mismo tienden a ser iguales, dado que en ambos regímenes el 
objetivo perseguido por el nuevo derecho disciplinario es que la totalidad de los 
servidores públicos debe observar una pulcra conducta en el ejercicio de las 
funciones asignadas. Es por tanto que la índole de las funciones específicas a 
que están llamados a ejecutar los miembros de la fuerza pública, es lo que 
determina la configuración de faltas propias de un régimen especial y las 
sanciones que se pueden imponer.   
 
 
 Lo que justifica las inclusiones de unas cargas de supremacía especial 
profundizada o intensificada para la fuerza pública es la finalidad del interés 
público, como lo es la defensa de la independencia nacional, la soberanía, la 
integridad del territorio nacional y el ordenamiento constitucional, tal y como lo 
dispone el artículo 217 de la Carta Política. Esas cargas especiales se 
objetivizan en el régimen disciplinario de las fuerzas militares, no solo en la 
descripción de tipos cerrados considerados como faltas disciplinarias, sino en la 
enunciación de valores jurídicos determinables, tales como el espíritu militar, la 
firmeza de carácter, el sentido de responsabilidad, el valor, la obediencia, el 
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honor, el decoro, contemplados entre otros en los artículos 17, 24,25,26,27 y 28 
de la Ley 836 de 2003, los cuales se tornarían o configurarían típicos cuando se 
incluyen en la descripción de las faltas y cuando al transgredirlos se causa 
lesión. Situación que finalmente hace que la disciplina castrense y la 
responsabilidad de cada uno de sus miembros difiera de las de cualquier otro 
servidor público.  
 
 
 Cuando existe un régimen especial, el mismo prevalece sobre el general, luego 
si la fuerza pública, entiéndase está integrada por los miembros de las fuerzas 
militares y la policía nacional, tiene un régimen especial disciplinario de esa 
naturaleza, ello significa que el mismo se aplica únicamente a sus miembros, por 
los procedimientos y autoridades previstos, siempre que sus disposiciones no 
sean contrarias al ordenamiento constitucional. Resultando también importante 
concluir que los miembros de la fuerza pública no gozan de un fuero disciplinario 
de orden constitucional, sobre los mismos recae igualmente la potestad 
disciplinaria preferente que ejerce la Procuraduría General de la Nación, y que 
ellos al igual que los demás servidores públicos, pueden ser investigados 
disciplinariamente, tanto por sus propias autoridades como por la Procuraduría, 
así como pueden ser objeto de las sanciones previstas en las leyes que rijan 
sobre el particular.  
 
 
 En la organización militar el mérito personal se manifiesta cuando para su 
ingreso y ascenso las condiciones se hacen homogéneas para sus  miembros. 
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En la Administración Pública en general, para ser nombrado en encargo de los 
niveles medio y bajo, se exigen una serie de requisitos académicos que no 
operan para un buen número de los altos.  
 
 
 El ejercicio de la potestad disciplinaria que se despliegue sobre los servidores 
públicos uniformados (militares y policías), aun en ausencia del desarrollo de 
actividades propias del servicio, constituyen un fin necesario a la luz del principio 
de la moralidad que rige la Administración Pública, el cual, además, funge como 
límite para evitar arbitrariedades y conductas impropias que afecten al resto de 
la población, sin embargo, es importante precisar que no se trata de cualquier 
infracción, sino de aquella que efectivamente afecte el deber funcional, en otras 
palabras, no es admisible llegar a extremos tales que cualquier comportamiento 
sea susceptible de imputación disciplinaria.   
 
 
 En virtud de la superioridad militar se aprecian la dependencia orgánica según la 
cual un militar tiene superioridad sobre otro por la función que desempeña 
dentro de una misma unidad militar y la jerarquía que es la que tiene un militar 
con respecto a otro por el hecho de poseer un grado más elevado. Así mismo 
existe una superioridad por  la antigüedad que es la que tiene un militar con 
respecto a otro del mismo grado según criterios como la fecha de ascenso al 





 La ley 1015 de 2006 a diferencia de la Ley 836 de 2003, contiene una marca 
influencia de la Ley 734 de 2002, en su parte estructural y por supuesto 
conserva las particularidades y matizaciones que debe contener el régimen 
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